
 

 

SALA UNIPERSONAL DE DECISIÓN CIVIL 

 
PROCESO Verbal – imposición de servidumbre eléctrica 

DEMANDANTE Empresas Públicas de Medellín 

DEMANDADO Agrícola El Retiro S.A.S. – en reorganización 

RADICADO 05001 31 03 006 2021 00093 01 

DECISIÓN Revoca auto apelado 

 

Medellín, veintiocho de noviembre de dos mil veintidós 
 

El Despacho resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada 

en el asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.1. En providencia de 22 de junio de 2022 el Juzgado 006 Civil del Circuito de 

Medellín designó el perito para el avalúo de los posibles daños y de la 

indemnización a que haya lugar por la eventual imposición de servidumbre 

eléctrica. Dicho perito fue designado en virtud de la lista aportada por el Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi. No obstante, en relación con la designación de que 

trata el artículo 2.2.3.7.5.3 del Decreto 1073 de 2015, el cual indica que debe 

nombrarse un profesional de la lista de auxiliares del Tribunal Superior 

correspondiente, el fallador negó tal designación, bajo el argumento de que el 

Tribunal Superior de Medellín había informado que no tenía lista de auxiliares de 

la justicia, por lo que resultaba imposible hacer un nombramiento de algún 

auxiliar de la justicia. 

 

1.2. Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la sociedad demandada 

interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, con el fin de que se 

repusiera los ordinales segundo y tercero del auto recurrido, y en su lugar se 

acuda a una institución especializada pública o privada, o a un profesional de 

reconocida trayectoria e idoneidad, para que rinda el dictamen pericial de avalúo 

de daños, de manera conjunta con el perito del IGAC. Subsidiariamente, pidió 

conceder la alzada. 

 

Para tal efecto, adujo que de conformidad con el numeral 5 del artículo 

2.2.3.7.5.3 del Decreto 1073 de 2015, en el evento en que la parte demandada 

no estuviese conforme con el estimativo de los perjuicios, podrá pedir que se 
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practique un avalúo de daños que se cause y se tase la indemnización. Dicho 

avalúo deberá practicarse por dos peritos escogidos de la lista de auxiliares de la 

justicia del Tribunal Superior correspondiente y de la lista suministrada por el 

IGAC. Indicó que en la contestación de la demanda, la accionada se opuso a las 

pretensiones del libelo genitor, por lo que el despacho decretó la elaboración de 

un dictamen pericial, para tal fin, ordenó oficiar al Tribunal Superior de Medellín 

y al IGAC, para que remitiera las respectivas listas de peritos encargados para 

efectuar este tipo de dictámenes, no obstante, el tribunal informó que no contaba 

con una lista de auxiliares de la justicia, por consiguiente, el juzgado solo nombró 

a un perito adscrito al IGAC. 

 

La parte recurrente arguyó que el fallador de primer nivel desconoció lo dispuesto 

en la norma anteriormente citada, la cual ordena expresamente que el avalúo 

deberá llevarse a cabo por dos peritos, y el hecho de que el tribunal no cuente 

con una lista de auxiliares, no significa que se deba prescindir de un perito. En 

este sentido, señaló que podía acudirse a lo dispuesto en el artículo 48 del C.G.P., 

por lo tanto, el juzgado podrá oficiar a una institución especializada, pública o 

privada, o a un profesional de reconocida trayectoria e idoneidad, para que rinda 

un dictamen pericial de avalúo de daños, de manera conjunta con el perito del 

IGAC. 

 

1.3. Surtido el traslado del recurso, el apoderado judicial de EPM se pronunció y 

coadyuvó la solicitud de la recurrente. Como cimiento de lo precedente, sostuvo 

que, si bien el Tribunal Superior de Medellín manifestó no contar con listas de 

auxiliares de la justicia, ello no es impedimento para que el despacho acuda a la 

facultad establecida en el artículo 234 del C.G.P., en concordancia con el numeral 

2 del artículo 48 ibídem, debido a que, es un imperativo procesal que el dictamen 

de avalúo deba rendirse por dos peritos en la forma dispuesta por la norma. 

 

1.4. En proveído de 23 de agosto de 2022, el Juzgado 006 Civil del Circuito de 

Medellín resolvió el recurso de reposición de manera desfavorable, por lo que 

mantuvo incólume lo resuelto y concedió la alzada. 

 

Las razones de la decisión se concretaron en que si bien el numeral 2 del artículo 

48 del estatuto procesal estableció para la designación de peritos, que las partes 

y/o el juez puedan acudir a instituciones especializadas públicas o privadas, o a 

profesionales de reconocida trayectoria e idoneidad, también debía tenerse en 

cuenta que, dicha disposición es una norma general, aplicable a aquellos tipos 

de procesos en la jurisdicción civil que no tengan normas expresas y/o especiales 

para efectos de la designación de auxiliares de la justicia (perito) dentro del 

trámite del específico tipo de proceso que se regula. Y precisamente los 
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procedimientos de imposición de servidumbre eléctrica, no es un trámite que 

regule únicamente el Código General del Proceso, sino que es un procedimiento 

especial reglado entre otras normas especiales (e inclusive de manera taxativa), 

por el numeral 5 del artículo 2.2.3.7.5.1 del Decreto 1073 de 2015, en lo que 

respecta a la obligatoriedad de designación de perito de la lista de auxiliares del 

Tribunal Superior correspondiente. Y entonces, en el caso de no contar con el 

listado respectivo para ese propósito, porque dicha corporación judicial no lo 

tenga, solo es posible acudir a la designación del auxiliar de la justicia que informe 

el IGAC. 

 

CONSIDERACIONES 

 

2.1. El numeral 2 del artículo 48 del estatuto procesal establece las reglas para 

la designación de peritos.  

 

“ARTÍCULO 48. DESIGNACIÓN. Para la designación de los auxiliares de la 

justicia se observarán las siguientes reglas: 

 

(…) 

 

2. Para la designación de los peritos, las partes y el juez acudirán a 

instituciones especializadas, públicas o privadas, o a profesionales de 

reconocida trayectoria e idoneidad. El director o representante legal de la 

respectiva institución designará la persona o personas que deben rendir el 

dictamen, quien, en caso de ser citado, deberá acudir a la audiencia” 

 

2.2. El artículo 29 de la Ley 56 de 1981 establece el trámite de oposición al 

estimativo de los perjuicios en los procesos de servidumbre eléctrica. Al respecto, 

la norma en cita señala: 

 

“ARTÍCULO  29.- Cuando el demandado no estuviere conforme con el 

estimativo de los perjuicios, podrá pedir dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la notificación del auto admisorio de la demanda, que por 

peritos designados por el juez se practique avalúos de los daños que se 

causen y tasen la indemnización a que haya lugar por la imposición de la 

servidumbre. Los peritos se nombrarán conforme a lo indicado en el artículo 

21 de esta Ley”. 

 

2.3. Por su parte, el numeral 5 del artículo 2.2.3.7.5.1. del Decreto 1073 de 2015 

prescribe que: 
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“5. Si la parte demandada no estuviere conforme con el estimativo de los 

perjuicios, podrá pedir dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

notificación del auto admisorio de la demanda que se practique un avalúo 

de los daños que se causen y se tase la indemnización a que haya lugar por 

la imposición de la servidumbre. 

 

El avalúo se practicará por dos peritos escogidos así: Uno de la lista de 

auxiliares del Tribunal Superior correspondiente y el otro de la lista 

suministrada con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. En caso de 

desacuerdo en el dictamen, se designará un tercer perito escogido de la 

lista suministrada por el mencionado Instituto, quien dirimirá el asunto. 

 

Sólo podrán avaluarse las mejoras existentes al momento de notificarse el 

auto admisorio de la demanda y las efectuadas con posterioridad siempre 

y cuando sean necesarias para la conservación del inmueble”. 

 

CASO EN CONCRETO 

 

En el caso bajo examen, el recurso formulado plantea resolver si el juez de primer 

grado tuvo razón al abstenerse de nombrar un segundo perito para la elaboración 

del dictamen que determine el avalúo de los posibles daños y de la indemnización 

a que haya lugar por la eventual imposición de servidumbre eléctrica, en tanto, 

este Tribunal informó que no contaba con lista de auxiliares de la justicia. 

 

Dicho lo anterior, esta dependencia judicial encuentra que lo decidido por el juez 

de primer grado no se encuentra ajustado a lo que las normas anteriormente 

citadas prescriben. Al respecto se tiene que el trámite que debe adelantarse en 

el evento de inconformidad de la parte demandada con el estimativo de los 

perjuicios presentado por la parte demandante, impone al despacho nombrar dos 

peritos de la lista de auxiliares de la justicia del Tribunal Superior correspondiente 

y otro de la lista de los peritos registrados en el Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi. Ahora, es de advertir que, si bien el Tribunal Superior de Medellín 

mediante respuesta al Oficio No. 00907 de 17 de mayo de 2022 informó que no 

contaba con listas de auxiliares de la justicia, ello no es óbice para la designación 

del segundo perito idóneo perteneciente a una institución pública o privada, o un 

profesional de reconocida trayectoria para que rindiera el dictamen requerido. En 

este sentido, se evidencia que la decisión del a quo deriva de una interpretación 

literal que no ausculta la finalidad de las normas citadas previamente, ni 

propende por una apreciación integral del asunto pues lo que el legislador 

persigue con tales disposiciones es que, en los procedimientos de servidumbre 

de conducción de energía eléctrica, cuando el demandado se encuentre 
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inconforme con el estimativo de perjuicios señalado por el demandante, el 

opositor pueda solicitar la designación de dos peritos para que avalúen los 

posibles daños y el monto de la indemnización, designación plural que resulta 

lógica para producir elementos de convicción contrastables para que el operador 

judicial pueda adoptar una determinación debidamente fundada sobre el monto 

de la indemnización en controversia. 

 

Aunado a lo anterior, cabe indicar que si bien el procedimiento de servidumbre 

de conducción de energía eléctrica es un procedimiento especial y por ello tiene 

una regulación propia, el Código General del Proceso trae consigo unas reglas 

procesales transversales a todo tipo de procesos, por lo cual, es dable la 

aplicación por vía de integración  del numeral 2 del artículo 48 del C.G.P., acorde 

con la interpretación sistemática de las normas que el operador judicial debió 

efectuar para satisfacer los fines del debido proceso en materia de pruebas de la 

imposición de servidumbre de energía eléctrica. En efecto, el juzgador puede 

acudir a una institución especializada, pública o privada, o a profesionales de 

reconocida trayectoria e idoneidad para que se elabore el avalúo junto con el 

profesional designado adscrito al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, lo cual 

garantiza la finalidad de la norma que establece la designación de los peritos. 

 

Por consiguiente, la decisión adoptada por el Juzgado 006 Civil del Circuito de 

Medellín en auto de 22 de junio de 2022 será revocada y en su lugar se ordenará 

que el juez designe el perito conforme con lo establecido en el numeral 2 del 

artículo 48 del C.G.P. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 

 

PRIMERO. REVOCAR la decisión adoptada en auto de 22 de junio de 2022, 

proferida por el Juzgado 006 Civil del Circuito de Medellín, y en su lugar ORDENAR 

a la citada autoridad judicial, designe perito conforme con las reglas establecidas 

en el numeral 2 del artículo 48 del C.G.P. 

 

SEGUNDO. Sin condena en costas ante la prosperidad del recurso. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada 
 


